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Octava.–Los titulares de oficinas de farmacia que a la 
entrada en vigor de esta Ley tengan cumplidos 70 años 
deberán incorporar un farmacéutico adjunto a su farma-
cia, en el plazo máximo de 3 meses a partir de la entrada 
en vigor de la misma, excepto en el supuesto de cotitula-
ridad siempre que el otro o alguno de los otros cotitulares 
no tenga dicha edad.

Novena.–Las solicitudes de traslados de oficinas de 
farmacia presentadas con anterioridad a la entrada en 
vigor de esta Ley se resolverán de acuerdo con la norma-
tiva vigente en el momento de su presentación.

Décima.–Hasta tanto se desarrolle reglamentaria-
mente lo dispuesto en la presente Ley, será de aplicación, 
en aquello que no contradiga a ésta, el Decreto 7/2005, de 
18 de enero, de requisitos, personal y autorizaciones de 
las oficinas de farmacia y botiquines, que será aplicable a 
los procedimientos iniciados en base al Decreto 65/1998, 
de 16 de junio, que no hubieran sido resueltos con carác-
ter firme a la entrada en vigor del citado Decreto 7/2005, 
de 18 de enero.

Disposición derogatoria.

Queda derogada la Ley 4/1996, de 26 de diciembre, de 
Ordenación del Servicio Farmacéutico de Castilla-La Man-
cha. Asimismo quedan derogadas la Ley 4/1998, de 9 de 
junio, y la Ley 10/2000, de 26 de diciembre, de modifica-
ción ambas de la citada Ley 4/1996, de 26 de diciembre.

Disposiciones finales.

Primera.–Se faculta al Consejo de Gobierno para que 
reglamentariamente actualice la cuantía de las multas 
previstas en esta Ley.

Segunda.–La presente Ley entrará en vigor al mes de 
su publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha.

Toledo, 27 de junio de 2005.

JOSÉ MARÍA BARREDA FONTES,
Presidente

(Publicada en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» número 131,
de 1 de julio de 2005) 

 14495 LEY 6/2005, de 7 de julio, sobre la Declaración 
de Voluntades Anticipadas en materia de la 
propia salud.

Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado y yo, 
en nombre del Rey, promulgo la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Convenio del Consejo de Europa para la Protección de 
los Derechos Humanos y la Dignidad del Ser Humano res-
pecto a las aplicaciones de la biología y la medicina, suscrito 
en Oviedo el 4 de abril de 1997, el cual entró en vigor en 
España el 1 de enero de 2000, contempla expresamente en 
su articulado la posibilidad de que cualquier persona mani-
fieste sus deseos con anterioridad a una intervención 
médica, en el caso de que, llegado el momento, no se 
encuentre en situación de expresar su voluntad.

La Constitución Española, en su Título I, dedicado a 
los derechos y deberes fundamentales, reconoce en su 
artículo 10, como fundamento del orden político y la paz 
social, la dignidad de la persona, los derechos inviolables 
que le son inherentes y el libre desarrollo de la personali-
dad.

Por otra parte, la Constitución reconoce en su artícu-
lo 43 el derecho a la protección de la salud que ha sido 
objeto de desarrollo por la Ley 14/1986, de 25 de abril, 
General de Sanidad, constituyendo la gran mayoría de 
sus artículos legislación básica del Estado. En el artícu-
lo 10 de esta Ley se reconoce el derecho a la información 
clínica sobre la propia salud, fomentando la autonomía 
individual de los pacientes en lo relativo a su salud, 
mediante la facultad de adoptar diversas decisiones sobre 
la misma.

El Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha esta-
blece en su artículo 32.3, como competencia propia de la 
Junta de Comunidades, el desarrollo legislativo y la eje-
cución en materia de sanidad e higiene, promoción, pre-
vención y restauración de la salud, en el marco de la 
legislación básica del Estado. En la materia objeto de la 
presente Ley, la legislación básica del Estado se encuen-
tra contenida en la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, 
Básica Reguladora de la Autonomía del Paciente y de 
Derechos y Obligaciones en Materia de Información y 
Documentación Clínica. En concreto, en su artículo 11 
regula el documento de instrucciones previas, mediante 
el cual «una persona mayor de edad, capaz y libre, mani-
fiesta anticipadamente su voluntad, con objeto de que 
ésta se cumpla en el momento en que llegue a situaciones 
en cuyas circunstancias no sea capaz de expresarlos per-
sonalmente, sobre los cuidados y el tratamiento de su 
salud o, una vez llegado el fallecimiento, sobre el destino 
de su cuerpo o de los órganos del mismo».

El objeto de la presente regulación lo constituye el 
derecho que asiste a toda persona a decidir sobre las 
actuaciones sanitarias de que pueda ser objeto en el 
futuro en el supuesto de que, llegado el momento, no 
goce de la capacidad de consentir por sí misma. En este 
sentido, su objeto no es otro que dar un trato especial al 
derecho de autonomía que asiste a los pacientes mediante 
un instrumento que se ha dado en llamar instrucciones 
previas o voluntades anticipadas.

La declaración de voluntades anticipadas y su garan-
tía de efectividad se constituyen, de esta forma, en un 
instrumento muy importante, mediante el cual la Junta de 
Comunidades garantiza a todos los ciudadanos, en el 
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la expre-
sión efectiva de este derecho a la autonomía personal, 
que esta Ley reconoce como prevalente ante cualquier 
otro criterio, siempre en el marco del vigente Ordena-
miento Jurídico.

Esta declaración de voluntades anticipadas se ha defi-
nido como un instrumento amplio en el que se podrán 
contener las instrucciones expresas sobre su cuidado y 
tratamiento en situaciones en las que la persona esté pri-
vada de su capacidad de decidir, su decisión expresa res-
pecto a elementos tales como la donación de su cuerpo y 
órganos en caso de fallecimiento y la designación de 
otras personas que representen su voluntad.

La estructura de la norma contempla el objeto de la 
ley, el concepto de declaración de voluntades anticipadas, 
la capacidad para otorgarla, el contenido, los requisitos y 
la formalización del documento, su modificación, la susti-
tución o revocación, su registro y la comunicación de las 
voluntades anticipadas al médico o a los centros sanita-
rios.

Entre otros aspectos del contenido conviene resaltar 
que, para el ejercicio del derecho a formalizar una decla-
ración de voluntad anticipada en Castilla-La Mancha, la 
norma posibilita su ejercicio a toda persona mayor de 
edad no incapacitada judicialmente, emitiéndose en todo 
caso por escrito y pudiéndose modificar, sustituir o revo-
car asimismo por escrito.

En definitiva, esta regulación mejora la atención sani-
taria a los ciudadanos en Castilla-La Mancha y dota de 
instrumentos seguros a los profesionales sanitarios que 
se enfrentan a situaciones clínicas extremas, objetivos 
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que, sin duda ninguna, contribuirían al bienestar general 
y al respeto a los derechos y libertades personales.

Artículo 1. Objeto de la Ley.

La presente Ley tiene por objeto regular, en el ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Man-
cha, la declaración de voluntades anticipadas, como 
cauce del ejercicio por la persona de su derecho a decidir 
sobre las actuaciones sanitarias de que pueda ser objeto 
en el futuro en el supuesto de que, llegado el momento, 
no goce de la capacidad para adoptar decisiones por sí 
misma.

Artículo 2. Concepto de declaración de voluntades anti-
cipadas.

A los efectos de esta Ley, se entiende por declaración 
de voluntades anticipadas la manifestación escrita de una 
persona capaz que, actuando libremente, expresa las ins-
trucciones que deban tenerse en cuenta sobre la asisten-
cia sanitaria que desea recibir en situaciones que le impi-
dan expresar personalmente su voluntad, o sobre el 
destino de su cuerpo o sus órganos una vez producido el 
fallecimiento.

Artículo 3. Capacidad para otorgar la declaración.

Toda persona mayor de edad, que actúe libremente y 
que no se encuentre incapacitada judicialmente para emi-
tirla, podrá formular la declaración regulada en esta Ley.

Artículo 4. Contenido de la declaración.

1. La declaración de voluntades anticipadas tendrá, 
en todo o en parte, el siguiente contenido: los cuidados y 
tratamientos relacionados con su salud que desee recibir 
o no recibir y, una vez llegado el fallecimiento, la decisión 
sobre el destino de su cuerpo y sobre los órganos del 
mismo.

2. La declaración de voluntades anticipadas podrá 
contener también la designación de un representante 
para que, llegado el caso, actúe como su interlocutor con 
el médico o equipo sanitario para que se cumplan las ins-
trucciones contenidas en la declaración de voluntades 
anticipadas, debiendo constar por escrito su aceptación.

3. Podrá ser representante cualquier persona, mayor 
de edad, que no esté incapacitada legalmente para ello, 
con las siguientes excepciones:

a) El notario ante el que se formule la declaración.
b) El personal del Registro de Voluntades Anticipa-

das de Castilla-La Mancha.
c) Los testigos ante los que se formalice el docu-

mento.
d) El personal sanitario que deba aplicar las volunta-

des anticipadas.
e) Los gestores o propietarios de instituciones que 

financien o presten la atención sanitaria del otorgante de 
la declaración.

Artículo 5. Formalización del documento.

1. El documento en el que se expresa la declaración 
de voluntades anticipadas podrá otorgarse ante:

a) Un notario.
b) Un funcionario del Registro de Voluntades Antici-

padas de Castilla-La Mancha, que esté habilitado para ello 
de acuerdo con su Reglamento.

c) Tres testigos, que deberán ser mayores de edad y 
con plena capacidad de obrar. Al menos dos de ellos no 
estarán vinculados con el otorgante con parentesco de 

hasta tercer grado de consanguinidad o afinidad, por 
matrimonio o por relación profesional o patrimonial 
alguna.

2. El documento emitido ante notario o ante tres tes-
tigos podrá ser entregado por el interesado o su represen-
tante en el Registro de Voluntades Anticipadas de Castilla-
La Mancha para su inscripción en el mismo. Asimismo, el 
otorgante podrá requerir al notario para que remita copia 
autorizada al Registro de Voluntades Anticipadas de Casti-
lla-La Mancha.

Artículo 6. Requisitos de la declaración.

1. El documento en que se formalice la declaración 
de voluntades anticipadas deberá contener los siguientes 
extremos:

a) Los datos de identidad del otorgante y los del fun-
cionario o testigos, así como, en su caso, del represen-
tante nombrado, mediante la consignación del nombre, 
apellidos, domicilio, número del Documento Nacional de 
Identidad, u otro documento oficial con efectos legales de 
identificación, en vigor.

b) La manifestación del funcionario o de los testigos 
de haber identificado al otorgante por medio de su rese-
ñado documento identificativo.

c) La declaración de voluntades anticipadas con-
forme a lo previsto en el artículo 4 de esta Ley.

d) Lugar, fecha y hora en que se firma.
e) La firma de quien la otorga y la del funcionario o 

la de todos los testigos, y en su caso la del representante 
nombrado, que se entenderá como aceptación de la 
representación.

2. El documento otorgado ante notario se formali-
zará conforme a la legislación notarial.

Artículo 7. Modificación, sustitución o revocación de la 
declaración.

1. El documento de voluntades anticipadas podrá ser 
modificado, sustituido por otro o revocado en cualquier 
momento conforme a lo previsto en los artículos anterio-
res para su otorgamiento.

2. Si el documento de voluntades anticipadas hu-
biera sido modificado, sustituido o revocado, se tendrá en 
cuenta el contenido del último documento otorgado.

Artículo 8. Eficacia de la declaración.

1. Las voluntades anticipadas, formalizadas en un 
documento conforme a lo dispuesto en esta Ley, obliga-
rán al médico, al equipo sanitario o a cuantas personas 
deban ejecutar lo dispuesto en las mismas.

2. Las voluntades anticipadas prevalecerán sobre la 
opinión y las indicaciones que puedan ser realizadas por 
los familiares, allegados o, en su caso, el representante 
designado por el autor de la declaración y por los profe-
sionales que participen en su atención sanitaria.

3. Cuando se preste atención sanitaria a una persona 
que se encuentre en una situación que le impida tomar 
decisiones por sí misma, los profesionales sanitarios res-
ponsables del proceso deberán consultar si existe en el 
Registro constancia del otorgamiento de la voluntad anti-
cipada y, en caso positivo, recabarán la misma y actuarán 
conforme a lo previsto en ella.

4. No serán aplicadas las instrucciones contenidas 
en la declaración de voluntades anticipadas que resulten 
contrarias al ordenamiento jurídico, a la buena práctica 
médica, ni las que no se correspondan con el supuesto de 
hecho que el interesado haya previsto en el momento de 
manifestarlas. En la historia clínica del paciente quedará 
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constancia razonada de las anotaciones relacionadas con 
estas previsiones.

Artículo 9. El Registro de Voluntades Anticipadas.

1. Se crea el Registro de Voluntades Anticipadas, 
dependiente de la Consejería competente en materia de 
sanidad, para la constancia y custodia de las declaracio-
nes emitidas en el territorio o por residentes de la Comu-
nidad Autónoma de Castilla-La Mancha, así como para el 
acceso a las mismas.

La inscripción de la declaración en el Registro de 
Voluntades Anticipadas será eficaz de acuerdo con lo 
establecido en el ordenamiento jurídico. No obstante, 
serán asimismo eficaces las declaraciones no inscritas 
siempre que se hubieran formalizado de acuerdo con lo 
previsto en esta Ley.

2. Reglamentariamente se regulará la organización y 
funcionamiento del Registro, asegurando en todo caso la 
confidencialidad y el respeto a la legislación de protec-
ción de datos de carácter personal así como el acceso a 
los documentos contenidos en el mismo y garantizando 
que únicamente tendrán acceso, en el momento en que 
se deba conocer la declaración, las personas interesadas 
y los médicos que presten la atención sanitaria.

3. El Registro guardará la debida coordinación con el 
Registro Nacional de Instrucciones Previas, con el fin de 
asegurar la eficacia en todo el territorio nacional de las 
instrucciones manifestadas por los pacientes y formaliza-
das de acuerdo con lo dispuesto por la legislación autonó-
mica.

Artículo 10. Comunicación de las voluntades anticipadas 
al médico o al centro sanitario.

1. El documento de voluntades anticipadas que estu-
viera inscrito en el Registro de Voluntades Anticipadas 
será remitido al centro sanitario donde su otorgante sea 
atendido, a petición de las personas interesadas o de los 
profesionales sanitarios responsables de su atención.

2. El documento de voluntades anticipadas aunque 
haya sido inscrito en el Registro de Voluntades Anticipa-
das también se puede entregar voluntariamente en el 
centro sanitario donde su otorgante sea atendido, sin per-
juicio de lo dispuesto en el punto anterior.

3. El documento de voluntades anticipadas que no 
haya sido inscrito en el Registro de Voluntades Anticipa-
das debe entregarse en el centro sanitario donde su otor-
gante sea atendido.

4. La entrega del documento de voluntades anticipa-
das en el centro sanitario corresponde a la persona otor-
gante de la declaración. Si ésta no pudiera entregarlo, lo 
hará el representante designado en el propio documento, 
sus familiares, su representante legal, en su caso, o cual-
quier otra persona que tuviese el documento.

Disposición adicional.

El Servicio de Salud de Castilla-La Mancha establecerá 
el procedimiento de funcionamiento interno adecuado 
para que se garantice el cumplimiento de las instrucciones 
contenidas en el documento de voluntades anticipadas.

Disposición final primera. 

El Consejo de Gobierno, en el plazo máximo de 6 
meses contado a partir del día siguiente al de la entrada 
en vigor de esta Ley, procederá a la aprobación del Regla-
mento que regule la organización y el funcionamiento del 
Registro de Voluntades Anticipadas.

Disposición final segunda.

La presente Ley entrará en vigor al mes de su publica-
ción en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha.

Toledo, 7 de julio de 2005.

JOSÉ MARÍA BARREDA FONTES,

Presidente

(Publicada en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» número 141,
de 15 de julio de 2005) 

 14496 LEY 7/2005, de 7 de julio, de modificación del 
Decreto Legislativo 1/2004, de 28 de diciembre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley de Ordenación del Territorio y de la Activi-
dad Urbanística de Castilla-La Mancha.

Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado y yo, 
en nombre del Rey, promulgo la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La garantía del acceso a una vivienda digna a un pre-
cio razonable a sectores de la población con rentas bajas 
y medias, así como el cumplimiento de otros usos de inte-
rés social, entendidos éstos como cualesquiera actuacio-
nes que tengan por objeto la consecución y mejora de las 
necesidades colectivas, debe ser un objetivo primordial 
de las políticas de todas las administraciones. Por ello se 
hace preciso establecer mecanismos muy concretos de 
intervención y control del mercado de suelo por las Admi-
nistraciones Públicas en general y por los Ayuntamientos 
en particular. Uno de estos mecanismos es el de los patri-
monios municipales de suelo, regulados por los artícu-
los 76 a 79 del Decreto Legislativo 1/2004, de 28 de 
diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanís-
tica de Castilla-La Mancha (TRLOTAU).

La expresión «usos de interés social», como concepto 
jurídico indeterminado, ha venido siendo interpretada, 
tanto por la doctrina científica, como por la jurispruden-
cia, y muy especialmente, por la legislación autonómica, 
en términos de gran amplitud, incluyendo claramente, 
entre otros destinos, la realización de obras de urbaniza-
ción, ejecución de sistemas generales, equipamientos y 
dotaciones. A este respecto, la circunstancia de que la ley 
regional no haya desarrollado y concretado el expresado 
concepto de «usos de interés social», no debe implicar 
una interpretación restrictiva del mismo. Al contrario, la 
ausencia de esta concreción debe entenderse como remi-
sión a una interpretación ajustada a la realidad y circuns-
tancia de cada caso en base en las cuales determinar su 
alcance preciso.

Por otro lado, también en la misma línea de la activi-
dad de las administraciones competentes en materia de 
urbanismo y suelo, se observa una restricción recogida 
por el TRLOTAU, en relación con los Proyectos de Singular 
Interés de promoción pública para actividades industria-
les y terciarias, en cuanto a la estructuración del suelo en 
una única finca jurídico-civil y la prohibición de la división 
en cualquier forma de la misma. Esta restricción deja de 
tener sentido en el caso de actuaciones públicas, que no 
deben perseguir, de acuerdo con la legislación vigente en 
Castilla-La Mancha, otros objetivos distintos que el inte-
rés general.


